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Aunque se considera probado
que el entoncesmarido deMaza-
rro —un conocido guerrillero
chileno llamado Raúl Julio Esco-
bar— formó parte del grupo de
delincuentes que secuestró a la
víctima, el tribunal subraya que
no se han presentado en el jui-
cio celebrado en España prue-
bas suficientes que demuestren
que ella sabía algo. “No ha resul-
tado probado queMazarro inter-
viniera en modo alguno en el se-
cuestro”, destaca la sentencia.
La Fiscalía pedía inicialmente
una condena de 21 años de cár-

cel, aunque después rebajó la so-
licitud a ocho años.

Según defendía el ministerio
público, la española se había con-
certado en 2017 con su pareja y
otras personas para el rapto. E,
incluso, se encargó de contactar
con el esposo de la víctima y su
entorno, al que pidieron un res-
cate de seis millones de dólares
(5,07 millones de euros), para
“averiguar qué medidas tomaba
y si acudía a la policía”. Todo
ello, mientras mantenían reteni-
da a la francesa en una pequeña
habitación vigilada con cámaras

y custodiada por tres hombres,
que accedían al lugar “vestidos
con monos blancos, máscaras,
guantes y armas largas”, según
la Fiscalía. “Los captores la obli-
gaban a desnudarse, la golpea-
ron, mojaron con agua, hicieron
fotografías, grabaron con unmó-
vil, tocaron sus senos y la obliga-
ron a escribir cartas a su esposo
pidiendo que pagara”, apostilla
la Audiencia Nacional.

Pero la policía mexicana
desabarató los planes del grupo
en mayo de 2017, cuando inter-
ceptaron un paquete que un

taxista llevaba al marido de la
víctima. Era una caja de cartón
que guardaba unUSB y un “enva-
se de plástico transparente con
tapón de rosca, líquido viscoso y
un segmento corporal correspon-
diente a un dedo humano”. Al
taxista lo seguía un hombre en
una furgoneta, que fue detenido
inmediatamente. Decía llamarse
Ramón Alberto Guerra, pero su
verdadero nombre era Raúl Ju-
lio Escobar.

“Saca el paquete”
El arrestado llamó entonces a va-
rias personas. Entre ellas, a su
mujer: IsabelMazarro. Los inves-
tigadores afirman que escucha-
ron que le dijo “saca el paquete
del cajón” en referencia a la se-
cuestrada. Pero los jueces apun-
tan que “no ha resultado proba-
do que ese fuera el contenido” de
la llamada, ya que el agentemexi-
cano que afirmó haberlo oído no
compareció en el juicio. Mazarro
negó, además, que le comentara
eso: según ella, su esposo solo le
pidió los papeles del vehículo y
que contactara con su abogado.

Este caso aterrizó en laAudien-
cia Nacional porque, después de
la operación policial en el país
norteamericano,Mazarro semar-
chó a España, donde la Guardia
Civil la detuvo a finales de 2017.
México reclamó su extradición,
pero la Audiencia lo rechazó. Ale-
gó que, “tratándose de una ciuda-
dana española, en este caso proce-
de perseguir los hechos en Espa-
ña”. Desde entonces, ella hadefen-
dido su inocencia. Afirma que ni
siquiera conocía el auténticonom-
bre de su marido.

“No extraña a este tribunal
que le ocultara su participación
en el secuestro, del mismo modo
que también le ocultó, así como al
resto de su círculo de conocidos y
amistades enSanMiguel deAllen-
de (México), su verdadera identi-
dad”, dicen los jueces, que aña-
den que tampoco se ha probado
que Mazarro contactara con el
marido de la víctima, al que cono-
cía de antes, para saber si avisaría
a la Policía: “Pudo ser, como dice
ella, porque lo apreciaba y le preo-
cupaba su bienestar al ser un
hombremayor que estaba solo. O
por curiosidad”.

Absuelta por falta de pruebas
“la secuestradora del ataúd”

El Tribunal Superior de Justi-
cia de Castilla y León ha con-
denado al Ministerio del Inte-
rior a pagar 64.556,61 euros a
un guardia civil. La senten-
cia, dictada el pasado 6 de ju-
lio, condena a la Dirección
General de la Guardia Civil a
devolver al agente dicha can-
tidad, más los intereses gene-
rados, por considerar que se
le retiró indebidamente.

El guardia civil se había
presentado a las pruebas de
ingreso en el instituto arma-
do en 2012, pero el ministerio
decidió excluirlo alegando
que sus análisis clínicos pre-
sentaban un exceso de coles-
terol. Tras una larga peregri-
nación por los tribunales, el
Tribunal Supremo dio la ra-
zón al agente en 2015, des-
pués de que este pudiese acre-
ditar con una segunda analíti-
ca que su nivel de colesterol
estaba en realidad dentro de
los parámetros normales. El
alto tribunal ordenó enton-
ces que el recurrente se incor-
porase al instituto armado
“con fecha 30 de enero de
2013”.

De acuerdo con la senten-
cia del Tribunal Superior de
Castilla y León, la Dirección
General de la Guardia Civil le
abonó los salarios atrasados
por el tiempo que había sido
excluido del cuerpo. Pero pos-
teriormente el Ministerio del
Interior rectificó y le exigió
que devolviera la cantidad
percibida argumentando que
durante los meses en que es-
tuvo pleiteando no había
prestado ningún servicio a la
Administración. El abogado
del agente, Antonio Suárez-
Valdés, asegura que hay cien-
tos de casos similares tanto
en la Guardia Civil como en
la Policía Nacional.

Las llamadas cuentas de peculio,
los depósitos bancarios que fun-
cionan a modo de hucha de los
reclusos en las cárceles españo-
las y en los que las familias y
amigos les ingresan fondos para
que puedan hacer frente a peque-
ños gastos, reciben cada año, en
total, más de 100 millones de eu-
ros. En 2018, último año del que
hay cifras, estas cuentas ingresa-
ron 99.738.670 euros, según la
documentación que el Ministe-
rio del Interior incorporó al plie-
go de condiciones del concurso
por el que ha adjudicado recien-
temente a una entidad financie-
ra la gestión de los depósitos.

Según la documentación a la
que ha tenido acceso EL PAÍS, de
las 83 prisiones y Centros de In-
serción Social (CIS, destinados a
presos en tercer grado o semili-
bertad) dependientes de Interior,
20 reflejaron aquel año entradas
de dinero por encima de los dos
millones. La que más recibió fue
la de Picassent, en Valencia, con
más de cinco millones de euros.

Cada preso—actualmente hay
algo más de 48.000 en las cárce-
les dependientes de Interior, to-
das menos las catalanas— puede
gastar de su peculio un máximo
de 100 euros a la semana, aun-
que los pagos no los puede hacer
en efectivo (el dinero enmetálico

está prohibido dentro de la pri-
sión), sino mediante unas tarje-
tasmonedero conocidas en la jer-
ga penitenciaria como catumbas
o visas. Con esos fondos, adquie-
ren productos en el economato
de la cárcel y costean las 10 llama-
das semanales que tienen autori-
zado hacer desde la cabina de la
prisión. También sirven para que
encarguen a través del demanda-
dero (un preso de confianza al
que se le permite salir de la cár-
cel para hacer encargos) produc-
tos no vetados en prisión pero
que no están a la venta dentro de
ella, como libros o televisores pa-
ra las celdas. Las cuentas de pecu-
lio son utilizadas, por último, pa-

ra ingresar los pagos de aquellos
reclusos que tienen destinos re-
tribuidos dentro de la prisión o
trabajan en los talleres.

Control de movimientos
Instituciones Penitenciarias solo
permite que los ingresos —de los
que se pueden hacer dos por se-
mana— los realicen personas au-
torizadas e identificadas. De he-
cho, debe quedar constancia tan-
to de la persona que realiza el
ingreso como del recluso al que
va destinado. Desde 2015, Prisio-
nes cuenta con un sistema infor-
mático específico para controlar
los movimientos en estas cuen-
tas y detectar, por ejemplo, si una

misma persona ingresa fondos a
dos presos sin aparente relación.
“Estos movimientos son, a veces,
indicio de la existencia de trapi-
cheos de droga dentro de prisión
porque reflejan el pago de un in-
terno a otro a través de su fami-
lia”, señalan fuentes penitencia-
rias. En junio de 2016, la Guardia
Civil detuvo a 11 personas, entre
ellas siete presos del Centro Peni-
tenciario de Murcia II, que pre-
suntamente utilizaban las cuen-
tas de peculio para cobrar las
deudas por la droga que distri-
buían dentro de la prisión.

Estas precauciones se incre-
mentan cuando el recluso que re-
cibe el ingreso está incluido en el
Fichero de Internos de Especial
Seguimiento (FIES), como ocu-
rre, por ejemplo, con los presos
por delitos de terrorismo. En di-
ciembre de 2014, el Ministerio
del Interior ya dio órdenes para
investigar de manera exhaustiva
a quienes ingresaban dinero en
las cuentas de peculio de los re-
clusos yihadistas.

Interior deberá
devolver a un
guardia civil
65.000 euros

La ‘hucha’ de los presos para sus gastos en
las cárceles recibe más de 100 millones al año
Priones vigila el fondo con el fin de evitar que se use para encubrir trapicheos

Isabel Mazarro, durante su detencion en 2017. / GUARDIA CIVIL
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IsabelMazarro, bautizada en su día como “la secues-
tradora del ataúd”, puede respirar aliviada. La Au-
diencia Nacional ha decidido absolverla en la causa
abierta contra ella por participar supuestamente en
México, junto a sumarido, en el rapto de una france-

sa a la que llegaron a cortar un dedo y a la que
retuvieron durante casi 50 días en un pequeño habi-
táculo, “que podría asemejarse a un cajón”, según
los investigadores. Los jueces afirman que no hay
pruebas suficientes que acrediten que estaba con-
chabada con su esposo para cometer el crimen.


